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El punto sobre la “i”

Óscar Silva 
Flores *

IMPORTANTE, NECESARIO,
PERO INSUFICIENTE
Más de un millar de personas fueron per-

seguidas, encarceladas, procesadas, 
despojadas de sus derechos y garantías 

fundamentales, torturadas, exhibidas en público 
como vulgares delincuentes, allanados sus domi-
cilios, despedidas de sus trabajos, exiliadas, ame-
drentados sus familiares, en fin, todo aquello que 
la imaginación y acción enfermiza de quienes 
condujeron el periodo golpista y sus secuaces, 
junto a sus sumisos e incondicionales serviles 
operadores policiales, fiscales y judiciales, pudie-
ran permitirles.

Los supuestos delitos por los que se desarrollaron 
todas las acciones descritas iban desde protestar 
en redes sociales, expresar su oposición al régimen 
golpista o haber sido funcionario público en los 
últimos años, dirigente social, representante legis-
lativo o, simplemente, no ser del agrado de alguno 
de los cabecillas del golpe. Se armaron los proce-
sos más inverosímiles y se los publicitó amplia-
mente con la complicidad vergonzosa de la mayor 
parte de los medios de comunicación.

El Decreto Presidencial 4461, de “Amnistía e 
Indulto”, aprobado por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional (ALP), el pasado 12 de febrero, 
repone derechos y garantías vulnerados por el 
golpismo entre noviembre de 2019 hasta no-
viembre de 2020, de ciudadanos que ilegal e 
injustamente seguían siendo víctimas de un 
sistema policial y judicial corrupto, pese a que 
el país había recuperado el Estado de Derecho. 
Importante medida, desde luego, necesaria, por 
supuesto. No era tolerable ni para las víctimas ni 
para la opinión nacional e internacional que en 
casi 90 días de Gobierno no se hubiese tomado 
una acción de esta naturaleza.

Sin embargo, insuficiente, porque no toma en cuen-
ta un aspecto fundamental de cualquier acción en 
favor de las víctimas, que es la reparación del daño 
ocasionado. Y en este negro periodo de 12 meses de 
dictadura los daños materiales, morales, económi-
cos y psicológicos causados a las víctimas han sido 
muchos. Se ha dañado patrimonio privado, incen-
diando casas y destruido propiedades, secuestrando 
equipos y documentos personales; se ha atentado 
contra el derecho al trabajo de todo ciudadano, 
despidiéndolos indebidamente de sus fuentes labo-
rales e impidiéndoles contar con el sustento míni-
mo para sus familias, mucho más en tiempo de crisis 
sanitaria; se ha privado de libertad sin importar que 
se trate de mujeres embarazadas, madres con hijos 
pequeños o personas de la tercera edad; se ha afec-
tado física y psicológicamente a través de torturas y 
procesos amañados e inventados controlados des-
de el Ministerio de Gobierno; se han disgregado fa-
milias; se ha puesto en riesgo la salud de las víctimas 
en las cárceles y se ha obligado a salir del país a varias 
de ellas, poniendo en riesgo su supervivencia fuera 
de la patria, o se ha forzado al asilo a otras durante 
casi todo el periodo dictatorial, en países amigos o 
en sus legaciones diplomáticas.

No solo eso, también se ha difamado, calumniado 
y acusado falsamente a varias personas, sin prueba 
alguna, mancillando sus nombres y ocasionando 
un daño moral y de reputación casi irreparable, 
con el apoyo de aquellos medios de comunicación 
mercenarios que se colocaron a lado del golpismo 
antidemocrático y que, sin mayor criterio perio-
dístico y una total ausencia de ética, se convirtie-
ron en meros reproductores y transcriptores de 
las declaraciones y conferencias de prensa de los 
cabecillas del golpe, publicando nombres, difun-
diendo imágenes de las víctimas sin ningún reparo, 

enmanillados, custodiados por policías y paramili-
tares encapuchados y fuertemente armados, cual 
si se tratase de peligrosos criminales. Todos co-
nocemos, autoridades, medios de comunicación y, 
desde luego, víctimas, quiénes fueron los respon-
sables de que aquello sucediera, pero, a excepción 
de unos pocos, los demás, los más importantes, no 
tienen causas abiertas, menos imputaciones, en 
numerosos casos ya se fugaron del país, y en otros 
se encuentran cínicamente solicitando el voto 
ciudadano, jugando a ser demócratas, cuando fue-
ron ellos quienes pisotearon esa misma democra-
cia en la que hoy pretenden cobijarse.

Junto a la amnistía debe asumirse el compromiso 
del Estado de sancionar a los responsables de esa 
innumerable cantidad de delitos cometidos por la 
dictadura, porque fue desde y a nombre del Esta-
do que lo hicieron, no fueron acciones delincuen-
ciales a título personal y, si bien es cierto que los 
delitos son estrictamente personales, la obliga-
ción de su persecución y sanción es estatal.

El resarcimiento de los daños es una obligación 
estatal. Se ha planteado ya la creación de una 
Comisión de la Verdad. Es el momento oportuno 
para hacerlo, no solo para determinar responsabi-
lidades y sentar un precedente para que en Bolivia 
nunca más vuelvan a presentarse aventuras golpis-
tas como la de noviembre del 2019, sino también, 
en justicia y en cuanto corresponda, se proceda al 
resarcimiento del daño ocasionado a las víctimas 
de la dictadura. No es venganza, pero mientras no 
haya sanción a los culpables y justo resarcimiento 
no se podrá hablar de justicia.

Periodista y abogado.

México denunció el miércoles pasado (17 de 
febrero) ante al Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas la gran desigualdad que 

hay en el mundo en el acceso a las vacunas anticovid. 
La Comunidad del Caribe (Caricom) propuso, casi si-
multáneamente, una cumbre mundial para garantizar 
la distribución equitativa de las vacunas para beneficio 
de toda la población del planeta. Alemania señaló que 
se han invertido millones de euros para que los labo-
ratorios encaren la tarea de encontrar y desarrollar la 
vacuna, por lo que tampoco es criticable hablar de ne-
gocio a la vez.

No hay duda que, como ocurre en el capitalismo, todo 
está sujeto a la ley del valor. Las vacunas no escapan 
a esa realidad, véase desde cualquier ángulo. Desde el 
punto de vista geopolítico, es notoria la diferencia entre 
lo que ya está sucediendo en los países del capitalismo 
central y las naciones del sur global. En los primeros las 
vacunas empiezan a circular por millones y en medio 
de una guerra, bastante disimulada, pero guerra al fin, 
entre las corporaciones farmacéuticas que, como el caso 
de Alemania y Estados Unidos, recibieron apoyo estatal. 
El segundo grupo de países se aferra al mecanismo Co-

vax para tratar de obtener lo que más se pueda para sus 
poblaciones y también mediante negociaciones directas 
con los que ya están produciendo sus vacunas, como es 
el caso de la rusa Sputnik V o la británica Astrazeneca.

Desde una perspectiva más interna, en cada uno de los 
países del mundo, salvo honrosas excepciones, es inobje-
table que el acceso a las vacunas está en dependencia de 
la clase social o el color de la piel. Por ejemplo, en Estados 
Unidos los pobres y los negros acceden en menor porcen-
taje respecto de las otras clases sociales, ni qué decir de 
los más privilegiados. Sin embargo, hay países europeos 
con un sistema similar al estadounidense que garantiza-
rán el acceso gratuito de sus poblaciones, en una suerte 
de recuperar algo del desplazado Estado del Bienestar. 
Esta objetiva diferencia no es más que una prolongación 
de las profundas contradicciones inherentes a un sistema 
económico-social que le pone poco de interés para cuidar 
las propias fuentes de su incesante e irracional reproduc-
ción, como es el ser humano y la naturaleza.

Pero no todo es oscuro. Hay países que están en la línea 
de apoyar a las naciones del sur global con vacunas e in-
sumos médicos, como es el caso de la India, que enviará 

la vacuna Astrazeneca –desarrollada por la Universidad 
de Oxford y producida en su país– a varios países de la 
región asiática y del África. Por otra parte, México ha 
expresado su deseo de participar en la tercera y últi-
ma fase del ensayo de una de las cuatro vacunas que 
los científicos cubanos están desarrollando. A pesar del 
bloqueo y la pandemia, cuyos efectos en la economía de 
la mayor de las Antillas son muy duros, el Estado cuba-
no viene desarrollando las vacunas Soberana 01, Sobe-
rana 02, Aabdala y Mambisa, cuyas pruebas últimas se 
producirán en marzo en la isla e Irán, otro de los países 
sometido a sanciones estadounidenses. Y como ya lo ha 
demostrado de hace décadas, socialismo es solidaridad, 
y esta vez no será la excepción. Cuba salva vidas.

En ese panorama objetivo, que como vemos no esca-
pa a la dinámica de las relaciones centro/periféricas, es 
que se debe hacer un balance de los esfuerzos que ha-
cen gobiernos como el boliviano para garantizar que la 
población acceda a una vacunación gratuita contra el 
Covid-19. Lo demás es politiquería.

La Época

La vacuna anticovid y la geopolítica
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Hace varios años vemos a los médicos, enfer-
meras, bioquímicos, laboratoristas, en fin, a 
todas las ramas anexas que realizan el que-

hacer de la medicina occidental, en los espacios 
públicos, quejarse de todo y nada. Es decir, para 
esta agrupación casi siempre no hay ítems, no hay 
material de trabajo adecuado, en fin. Ahora, con la 
pandemia del Covid-19 están peor. Cuando ha co-
lapsado la atención en los hospitales, no quieren 
atender a los ciudadanos.

Hay varios aspectos que nos llaman la atención en 
sus movilizaciones. La profunda insensibilidad que 
muestran frente a sus pacientes; habrá uno que 
otro/a que se salva de esta apreciación. En los es-
pacios privados no es tan diferente, aunque prima 
el dinero. Me extraña que se haya fijado tan altos 
precios referenciales por parte del Estado en estas 
clínicas exclusivas. Resaltamos que la industria far-
macéutica no ha dejado de trabajar y ha recibido 
jugosas ganancias, incluidas las farmacias, en esta 
etapa del Covid-19. Ni qué decir de sus formas de 
especulación con los remedios.

La pandemia citada nos permitió develar que los 
médicos y ramas anexas no son soldados de la vida 
y por tanto de la salud. Muchos galenos han opta-
do por desertar de la guerra, que supone no estar 
en el campo de la batalla, en este caso frente al 
coronavirus.

Sabemos que el Ministerio de Salud del Gobier-
no de Luis Arce Catacora acordó con los médicos 
la modificación de tres artículos del proyecto de 
Ley de Emergencia Sanitaria, que fueron cuestio-
nados. Uno de los temas que se discute es la pro-
hibición de suspender los servicios en salud por 
protestas sectoriales y también se pretende nor-
mar la contratación de personal médico durante 
la declaratoria de emergencia sanitaria.

Sobre el primer tema, podemos hacer una analogía. 
¿Las Fuerzas Armadas en tiempos de guerra po-
drían cuestionar la ley de emergencia para no asistir 
a la misma? Si la respuesta fuese positiva, sería la 
peor vergüenza y deshonra de una institución que 
está hecha para estar en la guerra. ¿Acaso los médi-
cos no están formados para salvar vidas y combatir 
cualquier enfermedad, como el Covid-19?

En cuanto a la contratación de personal médico, 
el titular de Salud explicó que, en un estado de 
emergencia sanitaria, el proyecto de Ley confiere 
a su cartera la posibilidad de contratar profesio-
nales en previsión de garantizar la atención médi-
ca. Desde el plano más cultural llama la atención 
la perspectiva etnocéntrica de los médicos. Pa-
reciera que tienen una especie de síndrome del 
colonizado, porque contratar a otros médicos 
se ha vuelto sinónimo de convenir nuevamente 
con los médicos cubanos. ¿Por qué tienen tanto 

miedo a los galenos cubanos? ¿Es menosprecio a 
una escuela de salud tan importante del mundo? 
Si se sienten tan imprescindibles, ¿alguna vez la 
medicina boliviana –dudo que haya un ejemplo– 
fue invitada a socorrer situaciones sanitarias en 
otras latitudes?

Escuchando a los dirigentes de los médicos del 
país, su rechazo a los cubanos adquiere el sen-
tido de xenofobia y racismo. Desde el plano hu-
mano y cultural, ¿no les enseñaron a los médicos 
a conocer otras sociedades y pueblos? ¿Acaso no 
les gusta conocer a otros colegas, otras escuelas? 
Qué miseria de conocimiento y soberbia. Mu-
cho peor en la perspectiva intercultural en salud. 
Desde el centro de sus dogmas piensan que son 
científicos de la medicina. ¿Que han descubier-
to? ¿Hay algún aporte concreto en la lucha cien-
tífica contra el Covid-19?

En esta alineación, el presidente del Colegio Mé-
dico de La Paz no tiene ninguna ética cuando 
anuncia una huelga indefinida, menos aun siendo 
candidato a la Alcaldía de la ciudad de La Paz. 
¿No es política cuando este mismo señor apoyó 
la consolidación del golpe de Estado en noviem-
bre de 2019?

Sociólogo y antropólogo.

de frente en el Pachakuti

Esteban 
Ticona 
Alejo *

MÉDICOS, ENFERMERAS… O
¿MISÁNTROPOS POLÍTICOS?

Acercándose nuevamente el 21 de febrero, 
la derecha boliviana se prepara a realizar 
otra puesta en escena a fin de consolidar su 

narrativa en torno a una “lucha democrática con-
tra una feroz dictadura populista” y, de este modo, 
tergiversar las cosas. Por eso, resulta importante 
reflexionar en torno al significado del 21F para de-
terminar que, de ninguna manera, representa una 
bandera democrática. Son varias consideraciones 
las que nos llevan a esta conclusión.

Por un lado, el raquítico triunfo de la derecha en ese 
referéndum fue obtenido mediante una manipula-
ción grosera de la opinión pública con una mentira 
vergonzosa hecha unos días antes de la votación. 
Dos periodistas, de larga y amplia tradición en las filas 
de las fuerzas conservadores y neoliberales del país, 
fueron la punta de lanza en esta campaña anuncian-
do “el descubrimiento” de una red de tráfico de in-
fluencias en contrataciones del Estado, encabezada 
por Gabriela Zapata, con quien Evo Morales tuviera 
un hijo. El detalle del supuesto hijo fue fundamental 
para vincularla con el entonces presidente. Si bien 
la mentira se vino abajo tiempo después, pues no 
existía el mentado hijo, no hubo el tiempo necesario 
para desenmascararla al momento del referéndum y, 
de este modo, surtió el efecto de volcar la votación a 
su favor. Entonces, cabe reflexionar, ¿puede ser ban-
dera democrática una grosería de ese calibre? Incluso 
llegaron a pretender presentar a otro niño como si 
fuera hijo de Evo Morales.

Al margen de esta deshonesta y repugnante 
táctica electoral, urge meditar sobre cuestiones 

de principio. Veamos. El derecho electoral no 
implica solamente el derecho al voto. No sirve 
de nada que los ciudadanos tengan la plena fa-
cultad de votar si es que los candidatos repre-
sentan, todos ellos, la misma tendencia política. 
Eso es lo que ocurría con nuestra democracia en 
los tiempos del neoliberalismo, cuando todos los 
candidatos, con posibilidades de éxito, represen-
taban la misma adscripción al neoliberalismo. De 
allí que el pueblo llegó a la convicción de que “el 
pueblo vota, pero no elige”. No tenía ningún sen-
tido votar por uno u otro, puesto que, a la postre, 
eran lo mismo. Además, aunque en las campañas 
electorales se echaban basura entre ellos, una 
vez realizado el cómputo de votos conformaban 
alianzas, “un gobierno de coalición”, lo que anu-
laba completamente el principio democrático 
de soberanía popular. Por eso es que el derecho 
electoral implica, además del derecho al voto 
universal, el derecho a tener un candidato pro-
pio. Entonces, eso es lo que en realidad se votó 
el 21F, es decir, la posibilidad de que los indíge-
nas y humildes tengan su propio candidato. Ese 
solo hecho revela el carácter antidemocrático de 
aquel referéndum. Hasta antes de la Revolución 
del 52 los indígenas no tenían derecho a votar, 
mientras que lo que se pretendía el 21F era que 
los indígenas no tuvieran candidato. Por eso es 
que el 21F implica la pretensión de retrotraer a 
nuestra sociedad a la realidad pre-52, cuando se 
impedía el derecho electoral de los indígenas.

Este argumento puede ser respondido de dos ma-
neras. La primera, es que fue el mismo gobierno 

de Evo el que propuso y convocó al referéndum. 
Ciertamente, pero esa fue la respuesta a la tam-
bién grosera manipulación de la derecha cuando 
se discutía la nueva Constitución Política del Esta-
do (CPE) y allí llevaron a cabo un berrinche antide-
mocrático, violento y fuera de norma, para revertir 
la determinación mayoritaria de los asambleístas 
que inicialmente habían decidido la reelección 
indefinida. Ahí está la tercera razón del carácter 
antidemocrático del 21F.

Por otro lado, se podría contraargumentar que 
no se estaba prohibiendo que el Movimiento 
Al Socialismo (MAS) tenga un candidato, pues 
podía elegir otro distinto a Evo Morales. Argu-
mento tramposo, puesto que no puede la con-
traparte decidir cuál de tus representantes va a 
ser tu candidato; debe ser el propio movimiento 
el que elija entre sus dirigentes. Resulta absurdo 
que los candidatos perdedores puedan postu-
lar las veces que ellos quieran, mientras que el 
candidato ganador no puede repostularse más 
de una vez. Ahí está, una vez más, el carácter 
antidemocrático del 21F.

Con esta argumentación no se pretende afirmar 
que fuera correcta la habilitación forzada de la 
candidatura de Evo Morales, una vez que se per-
dió el referéndum. Ciertamente fue un error po-
lítico. Pero no se pretenda que el 21F es una ban-
dera democrática.

*	 Militante de la izquierda boliviana.

Dazibao Rojo

Carlos 
Echazú 
Cortéz *

EL 21F NO ES BANDERA 
DEMOCRÁTICA
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En la última década, como ningún otro 
país de América Latina y el Caribe, Boli-
via lideró gran parte de los indicadores 

económicos: altas y sostenidas tasas de cre-
cimiento; distribución progresivamente equi-
tativa; empleo pleno; inserción ejemplar de la 
juventud al mundo laboral; políticas de género 
para mujeres trabajadoras sin par; integración 
al aparato productivo de las personas con dis-
capacidades; entre otros.

Pero, lo que parecía un sueño irreversible, 
aplaudido por la comunidad internacional, fue 
revertido literalmente de golpe y, en tiempo 
récord, el gobierno civil-gremial-patronal-mi-
litar-policial se encargó de desbaratar al país, 
concentrándose en reprimir al campo popular 
y expoliar a la clase trabajadora, castigar a las 
mujeres, a la juventud, a los pueblos origina-
rios y un largo etcétera; todo en aras de ob-
tener la máxima ganancia en el menor tiempo 
posible, sin sopesar costos.

De allí que la reconstrucción del Estado Plu-
rinacional no sea del todo fácil, y para hablar 
de uno de los temas más sensibles a la pobla-
ción, como lo son el empleo y la reactivación 
económica, nos sentamos con Verónica Navia, 
titular de la cartera de Trabajo, Empleo y Pre-
visión Social.

Javier Larraín (JL).- ¿Cuál es por el panorama 
actual del empleo y desempleo en Bolivia? 
¿Cuáles son los números netos?

Verónica Navia (VN).- Hasta el 2019 Bolivia 
se ubicaba como uno de los países con me-
nor tasa de desempleo, estábamos rondan-
do el 4%; en el 2014, que fue el mejor año, 
bajamos al 3% esta tasa. Lamentablemen-
te, durante este último año, caracterizado 
por un golpe de Estado y un gobierno gol-
pista, no se han manejado tasas de desem-
pleo como tal, sino de ocupación y desocu-
pación, lo que ha traído mucha confusión, 
tanto en la gente como en el manejo esta-
tal del problema.

JL.- ¿Cuáles son las diferencias entre ambos in-
dicadores y sus comportamientos?

VN.- La diferencia entre empleo y ocupación ra-
dica en que cuando es empleo se trata de un 
trabajo remunerado, con salario, de una re-
lación laboral con alguna parte empleadora. 
Mientras que la ocupación observa cuando 
las personas se ocupan en alguna actividad 
económica por cuenta propia para poder so-
brevivir y hacer sobrevivir a su familia. Ambas 
tasas, después de noviembre de 2019, subie-
ron y quedamos casi como el penúltimo país 
de la Región, con número altos tanto de des-
empleo como de desocupación.

		  La tasa de desocupación generalmente tien-
de a bajar en el transcurso del año, pero, inver-
samente, con el golpismo remontó al 11%.

JL.- ¿Cómo fue esa involución?

VN.- La tasa de desempleo de 3% que tenía-
mos subió a más del 8%, mientras que la de 
desocupación pasó del 6%-7% al 11%, cifras 
que reflejan que la gente no estaba pudien-
do ocuparse o mantenerse empleada.

		  La excusa que puso el golpismo fue la cua-
rentena, el aislamiento, siendo que ellos mis-
mos han promovido esos encapsulamientos 
injustificados que obligaron a las personas a 
encerrarse en vez de salir a buscar una fuen-
te de ingresos propia o mediante el empleo.

		  Además, si combinamos eso de la tasa de 
desempleos con los despidos masivos que 
han ocurrido, tanto en empresas públicas co-
mo en privadas, precisamente porque no ha-
bía protección estatal a las trabajadoras y tra-
bajadores, vemos el origen fundamental del 
acrecentamiento del desempleo en Bolivia.

JL.- ¿Cuál fue el papel de este Ministerio en 
ese período?

VN.- Actuó más en favor del empresariado por-
que, contra toda norma y derecho, se declaró 
en este Ministerio, en dos oportunidades, pau-
sa administrativa, lo que suspendía el plazo de 
tratamiento de las denuncias de los trabajado-
res por despido injustificado, por salarios im-
pagos, entre otros. Es decir, se suspendieron 
los plazos, razón por la que tenemos empre-
sas que recién ahora están cumpliendo con las 
trabajadoras y los trabajadores, después de 10 
o 12 meses de tenerlos sin sueldos.

		  Te imaginarás entonces que el golpismo 
afectó no solamente a la democracia, sino 
también a la economía y la salud de la gen-
te, lo que nos coloca como uno de los países 
con los peores índices de empleo, desempleo 
y desocupación en la Región.

JL.- ¿Cuánto afectó en ambas cifras, primero, 
el período de interrupción de la democracia, y 
segundo, la pandemia?

VN.- No podemos desligar ambos elementos, 
creo. La pandemia fue utilizada por el golpis-
mo para producir situaciones de zozobra que 
respondían a su modelo. Eso de declarar cua-
rentena rígida, encapsulamientos con milita-
res y policías en la calle para el control respec-
tivo, era un manejo antidemocrático de una 
pandemia, con un sistema de salud totalmen-
te ausente y reemplazado por otro represivo.

JL.- Pero, Bolivia no fue el único país del con-
tinente en adoptar medidas radicales como la 
cuarentena rígida.

VN.- Muchos países hicieron cuarentena rígida 
en Sudamérica, pensando que era la mejor 
manera de cortar el contagio, pero aquí se la 
hizo con control militar, y ese es el plus que 
vivimos, la contención de la enfermedad y los 
contagios en un golpe. En vez de poner mé-

dicos y enfermeras en las calles atendiendo y 
abrir hospitales, sucedió lo contrario, ence-
rramos a la gente en las casas con militares 
en las calles.

JL.- Su cartera debe entroncar perfectamente 
con las políticas de reactivación productiva, 
tanto del sector público como privado, ¿qué se 
avizora a corto, mediano y largo plazo?

VN.- La política del Presidente es reactivar la 
economía reemplazando importaciones, al-
go que ha dicho en más de una ocasión. Por 
lo tanto, está centrada en aquellas peque-
ñas, grandes y medianas empresas (PyMES) 
que puedan sustituir la importación y gene-
rar empleos directos. Lo que hace este Mi-
nisterio es regular las relaciones laborales y 
controlar que no se vulneren los derechos de 
los trabajadores y las trabajadoras, tanto en 
el espacio público como el privado, y por eso 
nuestra participación es fundamental.

		  Desgraciadamente los trabajadores no es-
tán todavía confiando en el aparato estatal 
después del último año que hemos tenido, 
por lo que nuestro primer acercamiento es 
para recuperar la confianza y actuar de ma-
nera directa, oportuna y rápida en los pro-
cesos que han quedado pendientes y que ya 
tienen resultados positivos.

JL.- ¿Cuáles procesos?

VN.- Se está solucionando el tema de Industrias 
Lara Bisch y hace unos días terminaron de 
cobrar sus salarios denegados por más de 10 
meses; lo mismo con Laboratorios Vita. Estos 
eran dos grandes temas pendientes y, claro, 
nos falta solucionar otros en Cochabamba 
con la empresa Centec, pero estamos enca-
minados a recobrar la confianza de la gente.

JL.- ¿Cuál es la situación de las PyMes, coope-
rativas?

VN.- Las PyMes, que son las que más han teni-
do que soportar el golpe, han perdido mucha 
maquinaria –venderla y empeñarla–, y están 
intentando reactivarse, recuperar sus medios 
de producción, porque crean fuentes de em-
pleo directo, en eso las apoyamos.

		  Nos está costando engranar este primer 
año, pero estoy segura que la realidad del 
2022 será mucho mejor en lo que se refie-
re a economía. Somos conscientes de que las 
mayores generadoras de empleo son las Py-
Mes, que se llevan el 70% de contratación de 
mano de obra local, por lo que tratamos de 
apoyar su reactivación con créditos banca-
rios, recuperación de carteras, la otorgación 
del Bono contra el Hambre –que pone circu-
lante en la calle–, entre otras medidas.

JL.- ¿Cuánto dinero y partida del presupuesto 
están inyectando para reactivar el empleo y a 
través de qué programas?

Habla la Ministra del Trabajo

NAVIA: “EL GOLPISMO AFECTÓ NO 
SOLAMENTE A LA DEMOCRACIA,
SINO TAMBIÉN A LA ECONOMÍA Y LA 
SALUD DE LA GENTE”



del 21 al 27 de febrero de 2021 •  www.la-epoca.com.bo |    |  5

VN.- Es difícil cuantificarlo, porque todos los 
ministerios del área estamos dedicados a la 
reactivación de empleos y de la economía, 
a través de políticas públicas, de modo que 
se ha inyectado capital para el fomento de 
la empresa pública que ha sido cerrada o 
casi llevada a la quiebra. Esto sucede con 
Bulo Bulo, que es la que más empleo e in-
gresos genera al país, y Boliviana de Avia-
ción (BoA), llevada prácticamente a la quie-
bra a partir de las rutas que se le quitaron y 
otras acciones.

JL.- ¿Cuán novedosa ha resultado la irrupción 
del Teletrabajo? ¿Cómo evalúan esta forma de 
trabajo y cómo la están reglamentando?

VN.- El Teletrabajo no es una mala medida siem-
pre y cuando se consideren diferentes fac-
tores: primero, que no se convierta en una 
sobreexplotación, principalmente el trabajo 
de la mujer, porque al declararle Teletraba-
jo a una compañera estamos mandándola a 
que atienda a sus hijos, la educación a dis-
tancia y al mismo tiempo laborar para la em-
presa o la institución pública, entonces, lo 
hemos regulado de manera que no se tra-
duzca en una sobreexplotación, por eso he-
mos dicho que tiene que ser por turnos y es-
calonado en un día, no puede ser toda una 
semana. Al mismo tiempo, hemos regulado 
el Teletrabajo para que tampoco sea obliga-
torio, sino que sea una opción de la empre-
sa o de los trabajadores en la medida en que 
evite el hacinamiento en la oficina; por tan-
to, en los espacios laborales donde no hu-
biera hacinamiento no es necesario aplicar 
el Teletrabajo.

		  En síntesis, lo estamos regulando para que 
no se convierta en vulnerador, como lo fue 
en el período golpista, cuando mandaban a 
la gente al Teletrabajo sin otorgarle los equi-
pos necesarios ni verificar condiciones míni-
mas como son Internet, entre otras.

		  También hemos considerado que el Tele-
trabajo no se traduzca en tener ocho horas a 
una persona en su propia casa sentada frente 
a la computadora, porque nadie soporta eso.

		  Con relación a la evaluación de esta moda-
lidad laboral, hemos activado las inspectorías 
del trabajo. Si hay algún trabajador o trabaja-
dora que presente una denuncia porque no 
le están otorgando el derecho al Teletrabajo 
–pese a haberlo solicitado–, o porque no tie-
ne las condiciones o porque no se aplica, las 
inspectorías están habilitadas para hacer un 
tratamiento similar a una infracción laboral.

JL.- Hace unos días, sectores patronales como 
la Cámara de Industrias de Oruro han pro-
puesto la flexibilización laboral, terciarización, 
contrato por hora, boleta de honorarios, para 
“incentivar la reactivación económica”. ¿Cómo 
evalúan ese tipo planteamientos?

VN.- Como algo negativo que va contra toda 
norma vigente. Nosotros estamos promo-
viendo no solamente la estabilidad laboral –
la flexibilización laboral la propuso el 21.060 
y eso se ha eliminado con un decreto–, sino 
que defendiéndola con el cumplimiento de 
todos los derechos laborales, los que están 
consagrados en la Constitución.

		  En la medida en que esa flexibilización la-
boral que proponen se refiera a temas es-
pecíficos como el Teletrabajo, horarios de 
ingreso, entre otros, podríamos estar en con-
sonancia; pero si está orientada a la rebaja de 
horas de trabajo y, por lo tanto, de salario, 
obviamente que no estamos a favor.

JL.- Una de las promesas de campaña del bi-
nomio Arce-Choquehuanca fue el proyecto de 
ley para el retiro del 10% de los fondos pre-
visionales por parte de los trabajadores y las 
trabajadoras. ¿Cómo ve esta medida? ¿Afecta-
rá las jubilaciones futuras?

VN.- Hemos revisado este proyecto de ley en el 
gabinete y la verdad es que se ha tomado el 
recaudo para que no afecte la previsión so-
cial a largo plazo ni el seguro social. Lo único 
que estaría afectando son los aportes perso-
nales: por ejemplo, si yo quiero hacer el retiro 
de mi 10% afecto a mi propio aporte con dos 
años, por lo que, cuando me toque jubilar, en 
vez de hacerlo a mis 58 lo tendré que hacer a 
los 60, para poder recuperar lo que estoy re-
tirando. Esto es clave porque el Ministerio de 
Economía y Finanzas ha utilizado la fórmu-
la y los mecanismos necesarios para que no 
afecte el aporte colectivo, el que está garan-
tizado para la jubilación solidaria.

JL.- ¿Cuántas personas se calculan podrían be-
neficiarse con el mentado proyecto de ley?

VN.- Son más de un millón 800 mil personas las 
que pudieran beneficiarse, esto si todas lle-
garan a realizar el retiro de hasta el 10%.

JL.- Considerando que el modelo de las AFP es 
individual y privado, ¿está en agenda cambiar-
lo por otro colectivo y público?

VN.- Se planteó alguna vez cambiar el sistema de 
AFP, claro que sí. El gobierno del expresidente 
Evo Morales creó la Gestora Pública de la Se-
guridad Social de Largo Plazo, pero está cos-
tando mucho su funcionamiento porque la Ley 
de Pensiones favorece a las AFP privadas. En 
ese sentido, imagino que el gobierno del presi-
dente Arce, continuando con este Proceso de 
Cambio, verá el mejor mecanismo para habilitar 
100% a la gestora pública de pensiones.

JL.- En clave de género lo dicho hasta ahora… 
¿cuál es la situación de la mujer trabajadora hoy 
y cuáles las políticas específicas en su apoyo?

VN.- Este periodo del que hemos hablado –gol-
pismo y pandemia– ha afectado de manera 
más directa a las mujeres trabajadoras, por-

que fueron las primeras en ser desempleadas 
y en sufrir la desocupación, esto porque, ade-
más, el mayor índice de ocupación por cuen-
ta propia estaba justamente en las mujeres.

		  Ahora todas las políticas de empleo están 
priorizando la visión de género, que sea de 
manera equitativa. Uno de nuestros primeros 
decretos, del 25 de noviembre pasado, se en-
focó en eliminar la brecha salarial entre hom-
bre y mujeres, que hemos encontrado toda-
vía en un alto índice en la empresa privada 
–en el sector público no se produce porque 
los incrementos y salarios se dan por ítem–, 
lo que habilita a nuestros inspectores a ac-
tuar ante denuncias de esta naturaleza.

		  Sin embargo, como en cada crisis –la de 80 
con la relocalización o la del 90 con la ca-
pitalización–, las mujeres siempre hemos si-
do más afectadas, porque parece ser que el 
ser mujeres y ser madres, amas de casa, im-
plica que se le pueda despedir porque, co-
mo algunos piensan “total el marido ya está 
trabajando y es más explotable en el traba-
jo que las mujeres”; siempre las crisis econó-
micas neoliberales nos han demostrado que 
las más afectadas somos las mujeres. Con to-
do, en un gobierno democrático de Proceso 
de Cambio obviamente la visión es distinta y 
tratamos de que el empleo no afecte y pro-
teja de manera más directa la mano de obra 
de las mujeres.

		  En esta coyuntura igualmente estamos 
dando oportunidades a la gente joven, pro-
fesionales y no profesionales, estudiantes. 
Abrimos las instituciones públicas para re-
cibirlos y estamos cambiando eso de que 
se requería años de experiencia para ocu-
par un cargo, lo mejoramos y adecuamos 
a la nueva situación del país, que necesita 
emplear jóvenes.

JL.- Finalmente, ¿se mantiene el proyecto 
editorial de la Biblioteca Laboral y los reco-
nocidos espacios de formación política del 
Ministerio?

VN.- Se mantienen y se refuerzan, porque ahora 
van a formar parte de nuestro currículum, en 
la Escuela Sindical, los 11 meses de golpe de 
Estado, para que no los olvidemos.

		  Se refuerza a la par con los aportes de 
nuestro querido Juan Carlos Pinto Quintani-
lla –la escuela llevará su nombre– porque, en-
tre otras cosas, nos dejó un hermoso legado 
como es el nuevo currículo a ser adoptado 
por este espacio formatico. La Escuela Sindi-
cal profundizará los temas de análisis y ya no 
tendrá una formación estrictamente sindical, 
sino más política, apuntalada por un equipo 
con dirigentes sindicales.

JAVIER LARRAÍN

*	 Cortesía de revista Correo del Alba

	 https://correodelalba.org/

“Somos conscientes 
de que las mayores 

generadoras de 
empleo son las PyMes,

que se llevan el 70% de 
contratación de mano de obra 

local, por lo que tratamos de 
apoyar su reactivación”
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El Gobierno tomó importantes medidas 
económicas: Bono contra el Hambre; re-
integro en efectivo del Impuesto al Valor 

Agregado (IVA); creación de un impuesto a las 
grandes fortunas; incremento de la inversión 
pública a cuatro mil 11 millones de dólares; fi-
deicomisos de apoyo al sector productivo y a 
la promoción de políticas de sustitución de im-
portaciones por 911 millones de Bs.; y en salud 
gestiona vacunas Sputnik, pruebas de antígeno 
nasal y suministros de bioseguridad, además de 
garantizar la gestión escolar. Sin embargo, hay 
una sensación de impotencia en el Proceso de 
Cambio, carece de ajayu, de fuerza, de poder 
para realizar acciones políticas que nos revelen 
que hay un horizonte de transformación im-
portante, sin olvidarnos que la impotencia, hoy 
en día, es el sentimiento más común en relación 
a la experiencia de la política.

¿Cómo entenderemos esta impotencia? La rea-
lidad señala lo siguiente: el fracaso de la refor-
ma de la Justicia; la rearticulación de una clase 
media que después del golpe se borraron de las 
redes sociales y hoy ocupa la alta burocracia; la 
perorata en boca de antiguos jerarcas sobre la 
formación de cuadros y que hoy suena a de-
magogia pura y dura; la tardanza en dar 

señales de que se está afrontando la tarea de la 
reconducción; 1 la falta de iniciativa del Vicepre-
sidente en cuanto a la construcción del poder 
político de las naciones indígenas, recordándo-
le que “ya se está gobernando” en un comple-
jo contexto que demanda acciones políticas 
concretas; 2 la falta de iniciativas concretas en 
la lucha contra los medios de comunicación pri-
vados que siguen reproduciendo su verdad “pri-
vada” como la verdad e imponen en la opinión 
pública; la amenaza del Ejecutivo de la Central 
Obrera Boliviana (COB), Huarachi, de que “los 
trabajadores jamás renunciarán al beneficio de 
tener un incremento salarial”, 3 cuando hoy es 
más necesario que nunca que la economía po-
lítica sea el arma de lucha para conquistar un 
mayor excedente económico de manos priva-
das; la impunidad de militares, paramilitares y 
policías que ultraja al pueblo que luchó y puso 
los muertos; los sistemas de salud y educación 
que hoy inmunizan o protegen a pequeños sec-
tores sociales y, por otra parte, dejan expuestos 
a inmensas mayorías sociales a 
su suerte.

EL PROCESO DE CAMBIO              
SIN AJAYU
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Cuestionarnos sobre estas impotencias implica 
hacer una revisión radical de nuestra idea de la 
política, exige que el Gobierno “habite” esas im-
potencias junto a los movimientos sociales, don-
de estos últimos dejen de ser solo espectadores 
o víctimas de las decisiones del Gobierno, sino 
que sean capaces de crear, pensar, sentir a partir 
de lo que les sucede en sus mentes y corazones. 
Solo de esta manera Gobierno y pueblo pueden 
producir múltiples interpretaciones sobre cada 
impotencia-problemática, planteando muchas 
respuestas basadas en visiones diversas con sus 
discrepancias, conflictos y valores. Esto signifi-
ca construir un proceso, en lo colectivo y en lo 
político, que ayude a desangustiar el hecho de 
estar sostenidos sobre nada; este ajayu nos fal-
ta, la fuerza de un proceso que abre el futuro, 
además que implica luchar contra el neolibera-
lismo que ataca los principios, las prácticas, las 

culturas, los sujetos y las instituciones de la 
democracia entendida como el gobierno 

del pueblo, y que en el fondo significa 
socavar la expresión más radical de la 

democracia basada en la libertad, 
la igualdad y el gobierno po-

pular. Solo en este caso se 
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amplía el espacio de lo moral, el espacio de las experiencias, 
donde la dimensión ética del Proceso de Cambio y de los 
movimientos sociales se relaciona con las formas de vida 
provocando que decidan lo que importa y no importa, lo 
que debe ser defendido y lo que no, lo que hay preservar y 
lo que se debe desechar.

Todas las impotencias señaladas, surgidas después del gol-
pe y que se ahondarán con la crisis múltiple, pueden cons-
tituirse en el cuello de botella que asfixiaría al Proceso de 
Cambio, más aun tomando en cuenta que el Gobierno está 
tardando en dar señales para atreverse a pensar a fondo o 
transformar, porque solo se está dedicando a gestionar lo 
necesario e inevitable para “volver a la normalidad”, así la 
gestión per se oculta y tapa las preguntas radicales de la 
crisis que vivimos y otras que vendrán.

Qué pasaría si el Gobierno, que vive en medio de muchas 
impotencias, se atreve junto a los movimientos sociales a 
plantearse nuevas preguntas y respuestas, nuevas mane-
ras de pensar y actuar sobre esas impotencias; esto exige 
transformar radicalmente la política con los pensamientos, 
las necesidades, los deseos, los saberes, las redes de afecto 
de los movimientos sociales. Así, la reforma de la Justicia 
se iniciaría desde los que padecen las injusticias; la clase 
media pusilánime convertida en alta burocracia debe ser 
interpelada desde los que nunca formaron parte de la ad-
ministración; la formación política desde las necesidades 
de los que lucharon un año para recuperar la democracia; 
la reconducción del Proceso de Cambio desde los pensa-
mientos y saberes de los movimientos sociales; el gobierno 
de las naciones originarias desde la autoridad moral de los 
indios y las indias; el debate por la verdad desde los saberes 
de las radios comunitarias; la lucha por disminuir el exce-
dente económico privado a favor de los más necesitados 
desde el acompañamiento de la lucha de la clase obrera 
para pasar de la clase en sí a la clase para sí; el castigo a los 
asesinos de Senkata y Sacaba desde los sentimientos de 
las víctimas; y una salud y educación de calidad desde las 
urgencias de los más desfavorecidos.

Es este ajayu del que carece el Proceso de Cambio, donde 
todas y todos seamos capaces de pensar y actuar a partir de 
las realidades que nos afectan, dejando de ser espectadores 
o víctimas, abandonando la queja y la espera permanentes y 
superando el monopolio de los que saben y pueden. Ahora 
que la derecha sigue expectante y naufragando en su incapa-
cidad, sin dejar de ser conspiradora, es fundamental pregun-
tarnos sobre la vida en común que queremos vivir y respon-
dernos creativamente de nuevas posibilidades de existencia. 
Sin duda este reto es difícil y problemático, pero el más fe-
cundo, porque al construir nuestros problemas, las respues-
tas supondrán nuevos aprendizajes y la creación de nuevas 
situaciones y experiencias. Este ajayu nos conduce a la po-
litización colectiva porque nos respondemos sobre cómo 
queremos vivir juntos, provocando la transformación social 
de nosotros mismos mediante el cuestionamiento radical de 
situaciones que las tenemos “naturalizadas”: la reforma de la 
Justicia hecha por expertos; no se puede socializar la salud; 
la democracia liberal representativa es la más democrática; la 
relación entre sexos siempre fue desigual; etcétera.

Si no recuperamos el ajayu para el Proceso de Cambio el 
deseo de su reconducción habrá abortado, corriendo el 

riesgo de agonizar en las próximas elecciones; sin ajayu 
la política será una simple gestión de las cosas, porque 
hablar de los logros de los 14 años ya no están acordes 
con las prácticas y las experiencias que se han adquiri-
do con el golpe de Estado y con la crisis compleja y di-
versa que seguiremos soportando; hablar de la “Agenda 
2025” ya no seduce; pareciera que estamos huérfanos 
de la idea de revolución, atrapados en imágenes que ya 
no nos dicen nada, ni hacen vibrar el deseo (un ejemplo 
fue ser derrotados por la derecha sin luchar). Hace fal-
ta otro vocabulario, otras imágenes, el pueblo boliviano 
politiza la realidad cada día, y si el Proceso de Cambio 
carente de ajayu no quiere agonizar está obligado a rei-
maginar la revolución, o sea, a pensar la transformación 
del país fuera de los modelos revolucionarios heredados, 
esto implica repensar el cambio social y todo aquello 
que lleva asociado: las figuras del nosotros; el enemigo; 
la organización; la estrategia; el conflicto; las tácticas; la 

formación política; las convicciones; el compromiso; el 
pensamiento; el objetivo; entre otros; caso contrario, la 
crisis múltiple y compleja será la ocasión perfecta para 
que el neoliberalismo lance una auténtica “guerra polí-
tica” contra todos los obstáculos que frenen su domino 
autoritario, regresivo, reaccionario.

JHONNY PERALTA ESPINOZA
Exmilitante de las Fuerzas Armadas de                              

Liberación Zárate Willka.

1	 https://erbol.com.bo/nacional/luis-arce-ofrece-gobierno- de-unidad-

	 nacional-y-reconducci%C3%B3n-del-proceso- de-cambio

2	 https://www.la-razon.com/nacional/2021/01/28/choquehuanca-a-

	 indigenas-un-dia-nosotros-mismos-nos-vamos-a-gobernar/

3	 https://www.paginasiete.bo/economia/2021/2/2/la-cob-afirma-que-no-

	 renunciara-al-alza-salarial-283065.html#!
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Las elecciones del 7 de marzo presentarán algunos 
desafíos, así como características peculiares y pre-
ocupantes –por decir lo menos– por la posibilidad 

de la perpetuación de una serie de eventos y/o rasgos 
de interrupción de la institucionalidad democrática que 
se evidenciaron a finales del año 2019 y durante el 2020, 
en el nivel de las entidades territoriales autónomas o 
en el nivel de gobierno(s) subnacional(es). Entre estos 
eventos o rasgos, vale la pena destacar lo que el Sistema 
Asociativo Municipal (SAM) denunció en su momento 
como el “golpismo subnacional”. La referencia a este 
puso de manifiesto una peligrosa tendencia de interrup-
ción de la institucionalidad democrática, interrupción 
de gestiones administrativas y alteración de las corre-
laciones de fuerzas políticas, resultado de las eleccio-
nes subnacionales de 2015, así como de las relaciones 
y niveles de coordinación entre el nivel de Gobierno 
Central del entonces régimen de facto de Jeanine Áñez 
Chávez con el tejido asociativo municipal del nivel te-
rritorial subnacional.

La importante alerta del golpismo en el nivel subnacional 
entraña varias connotaciones que merecen ser analizadas 
con detenimiento habida cuenta que nos conducen a 
posibles escenarios de conflictividad desde las regiones, 
departamentos, territorios y municipios a partir de marzo 
de 2021. Por lo tanto, un primer elemento a resaltar es 
la variable geográfica-territorial, desde la cual podemos 
evidenciar o constatar que la interrupción de la institu-
cionalidad democrática del Estado Plurinacional no solo 
se perpetuó en el nivel del Gobierno Central, sino tam-
bién desde las entidades territoriales autónomas (ETA) o 
niveles de gobierno subnacional.

Existen múltiples casos y evidencia fáctica del golpismo 
en las ETAs a nivel nacional, como el caso de la violen-
cia política ejercida en contra de la alcaldesa de Vinto 
en Cochabamba; en Palos Blancos, Viacha y Patacamaya 
en La Paz; o en la ciudad de Potosí y Sucre, pero igual 
vale la pena analizar con mayor detalle los casos de gol-

pismo subnacional en el Departamento de Santa Cruz, 
desde donde aparentemente se configuró y/o articuló la 
estrategia del “golpe de Estado combinado” 1 el pasado 
noviembre de 2019, en torno a la conformación de un 
bloque de poder cívico/civil-policial y Militar, que susten-
tó el régimen de Áñez.

Los integrantes del bloque de poder cívico/civil oscilaron 
internamente en los 11 meses del gobierno de Áñez, por 
ejemplo, desde la representación política de Luis Fernando 
Camacho en el gabinete presidencial de esta en un primer 
momento; luego las representaciones de los Demócratas y 
del bloque político de Rubén Costas; y, por último, la pre-
sencia controversial del empresario cruceño Branko Ma-
rinkovic como ministro de Estado. Sin embargo, a pesar de 
las oscilaciones internas en la composición del gabinete de 
Áñez, se constata por medio de estos eventos recurrentes 
de golpismo en el nivel de las ETAs en la región cruceña de 
la importancia, la proyección nacional y el peso específico 
del reposicionamiento geográfico-territorial-regional de 
Santa Cruz en la política nacional.

En consecuencia, así como la base de legitimación de la 
movilización política en torno a la insurrección de algu-
nas facciones de clase media en el país –principalmente 
en las ciudades del eje troncal– se construyó respecto 
al dispositivo discursivo del fraude electoral sindicado al 
Movimiento Al Socialismo (MAS), para impedir la reins-
talación del gobierno de Evo Morales y de esta manera 
justificar o fundamentar la toma de poder de facto del 
Estado Plurinacional de parte del conglomerado de fuer-
zas políticas del espectro de derechas –conservadores y 
reaccionarios–, asimismo y de manera simultánea o para-
lela se fundamentó la (re)toma de poder local y la alte-
ración de las correlaciones de fuerzas en los Gobiernos 
Autónomos Municipales (GAMs), luego de los resultados 
electorales de 2015.

Casos muy emblemáticos en todo el territorio na-
cional, con manifestaciones de renuncia forzada de 

alcaldes y alcaldesas en circunstancias de amedrenta-
miento, amenazas, coerción, coacción, con familias y 
bienes tomados por las fuerzas locales de oposición 
al MAS –como los casos de Warnes, así como otros 
casos en los municipios de Montero, Cabezas, Camiri, 
Ascensión de Guarayos y Samaipata–, fueron altamen-
te llamativos e irregulares. Es decir, en un reflejo y/o 
reflujo territorial-regional del “golpe de Estado combi-
nado” perpetrado para la toma de control del Estado 
Plurinacional en el nivel de Gobierno Central, se die-
ron múltiples casos de fractura de la institucionalidad 
democrática en los municipios, interrupción irregular 
de mandatos de alcaldes/alcaldesas, así como de con-
cejales/concejalas, con deposición por la fuerza de au-
toridades electas en 2015.

La casuística enunciada nos manifiesta un capítulo o 
faceta prácticamente inexplorado de los renovados 
dispositivos de la Guerra Híbrida 2 y el “golpe de Esta-
do combinado”, que no solo contienen elementos que 
contribuyen a caracterizar los nuevos repertorios del 
golpismo, sino que nos puntualizan una serie de desa-
fíos y dilemas fundamentales que tendrá que enfrentar 
el Estado Plurinacional en general, el Gobierno Central 
y los gobiernos subnacionales en particular, desde sus 
respectivas atribuciones y competencias constitucio-
nales.

El primero desafío y/o dilema tiene que ver con el he-
cho de que algunos/as candidatos/as de las elecciones 
subnacionales, tanto para el Ejecutivo Departamental 
y la Asamblea Legislativa Departamental, como para el 
Ejecutivo Municipal y el Concejo Municipal, provienen 
de la experiencia golpista de noviembre de 2019, con-
siderando de que a la fecha aún no se ha saneado la 
situación jurídica-legal de la participación de estos ac-
tores en aquellos eventos, siendo quizás los casos más 
llamativos la candidatura de Luis Fernando Camacho 
a la Gobernación de Santa Cruz y la de Jeanine Áñez 
para la Gobernación del Beni.

LAS ELECCIONES DE MARZO DE 2021
Y EL GOLPISMO EN EL NIVEL 
SUBNACIONAL
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Las candidaturas de Áñez, Camacho y otros muchos 
otros actores políticos que participaron de manera di-
recta o indirecta en el golpismo del 10-N, y que partici-
pan en la contienda electoral de marzo de 2021, ponen 
de manifiesto dos implicaciones que a nuestro criterio 
son amenazas a la estabilidad e institucionalidad demo-
crática del país:

a.	 El primero tiene que ver con un recurso frecuente-
mente usado por el bloque de poder cruceño, por 
medio de la configuración del territorio o la región 
como espacio de resistencia. Dicho de otra manera, 
la configuración de la región como territorio de ex-
clusión y exclusividad reflotando el dispositivo polí-
tico ideológico de la tensión entre Estado-región. Es 
decir, Luis Fernando Camacho y el bloque de poder 
que lo respalda, decide(n) y elige(n) estratégicamen-
te postular para la candidatura a la Gobernación cru-
ceña –ante el inminente fracaso de su bloque políti-
co de la toma de control del Gobierno Central y del 
Estado Plurinacional–, para guarecerse o refugiarse 
de las posibles consecuencias de su participación en 
los eventos del 10-N y, en consecuencia, articular la 
región como espacio de impunidad política. (Con-
siderando de que, como se mencionó líneas arriba, 
aún queda pendiente sanear la situación jurídica-le-
gal de la participación de múltiples actores en los 
eventos del 10-N en adelante.)

b.	 Pero la segunda implicación es quizás más grave aún, 
ya que ante una eventual victoria electoral de este 
conjunto de actores políticos que han habilitado sus 
candidaturas en el margen de la ambigüedad e incer-
tidumbre legal-jurídica e institucional, abren la posi-
bilidad de articular una segunda parte, faceta o capí-
tulo del golpismo iniciado a fines del año 2019, pero 
esta vez desde el nivel subnacional. En otras palabras, 
se abren las posibilidades de un golpismo desde las re-
giones, departamentos, municipios y territorios, pro-

yectando un escenario geopolítico hipotéticamente 
muy volátil a partir de los resultados de las elecciones 
de marzo de 2021.

Como corolario, la tesis del golpismo o la interrupción 
de la institucionalidad democrática, aparentemente de-
rrotada con y por las elecciones nacionales del pasado 
20 de octubre de 2020, con la contundente victoria en 
primera vuelta del binomio conformado por Luis Arce 
Catacora y David Choquehuanca del MAS, podría tener 
una segunda ronda de intento de captura del control 
o asfixia del Estado; pero esta vez desde las regiones, 
departamentos, municipios y territorios, tomando en 
cuenta de que muchos de los actores golpistas, pro-
tagonistas de la Guerra Híbrida y del “golpe de Estado 
combinado” de noviembre de 2019, actualmente se en-
cuentran pugnando por espacios importantes en los ni-
veles de gobiernos subnacionales.

Un segundo desafío o dilema se presenta con lo que se 
denomina la Transición Transparente, en el marco de lo 
que establece la Constitución Política del Estado (TSE) 
respecto a los principios que rigen la administración pú-
blica, en el entendido de que todo/a servidor/a públi-
co/a –electos o designados, de libre nombramiento, de 
carrera o interinos– tiene la obligación de rendir cuentas 
sobre las responsabilidades en el ejercicio de la función 
pública. La transición se define como un proceso de la 
gestión pública, entre dos etapas de gobierno, en el cual 
las autoridades salientes transfieren información, bienes 
y servicios y la administración de una entidad a las nuevas 
autoridades electas entrantes sobre las responsabilidades 
económicas, políticas, técnicas y administrativas en el 
ejercicio de la función pública.

En este sentido, el desafío o dilema se presenta luego 
de la realización de las próximas elecciones en el nivel 
subnacional, tanto a nivel de las Gobernaciones como de 

los Municipios, en el marco de la Ley 1178 de Adminis-
tración Pública y Control Gubernamental, que regula el 
procedimiento administrativo y jurídico en la gestión pú-
blica y establece los procesos de administración y control 
gubernamental que se aplican en todas las entidades del 
sector público, sin excepción, entre los Gobiernos Au-
tónomos Departamentales, Regionales, Municipales y las 
Autonomías Indígena Originario Campesinos, para impe-
dir, identificar o constatar el manejo (in)adecuado de los 
recursos públicos del Estado.

Sin embargo, la complejidad política de esta obligación 
se presenta cuando en el marco del proceso de Transi-
ción Transparente, las autoridades entrantes de la nue-
va gestión de las ETAs reciben y toman conocimiento 
formal de una anterior gestión administrativa de au-
toridades salientes que han accedido al ejercicio de la 
función pública por medio del fenómeno del golpismo 
subnacional y en circunstancias y/o condiciones alta-
mente irregulares y de interrupción de la instituciona-
lidad democrática descrita con anterioridad, generando 
en consecuencia una distribución de responsabilidades 
a los diferentes niveles de Gobierno.

HELENA ARGIRAKIS JORDÁN
Politóloga.

1.	 Ver: El Golpe de Estado Combinado y la Dictablanda Pretoriana. El Estableci-

miento de un Co-Gobierno Civil- Policial y Militar desde noviembre de 2019 en 

Bolivia. Argirakis Jordán, Helena

2	 La Guerra Híbrida hace referencia a nuevas doctrinas militares de conflic-

to armado que combinan los elementos de la guerra convencional con la 

guerra irregular (insurgencia, terrorismo, guerrilla y actualmente los dispo-

sitivos tecnológicos), que implican esfuerzos de diferentes niveles con el 

objetivo de desestabilizar un Estado funcional y provocar la polarización 

y atomización de su sociedad, conllevando a situaciones de ingobernabili-

dad y crisis interna, acorde a los intereses de terceros actores.
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“LOS TRES”
Y LA POLÍTICA BOLIVIANA

La anunciada participación de Evo Morales, en su 
calidad de jefe político, y del binomio presidencial 
–Luis Arce y David Choquehuanca– en lo que resta 

de la campaña para las elecciones del 7 de marzo, no 
es algo que debería sorprender. La crítica que hacen al-
gunos medios de comunicación y sus analistas –todos 
liberales, aunque más conservadores que liberales–, es 
un absurdo o una completa ignorancia de las formas en 
que se hace política en nuestro país y en la mayor parte 
de América Latina.

Pero este innecesario sensacionalismo del aparato me-
diático opositor a todo que esté pintado de azul, es al 
mismo tiempo una oportunidad para analizar más allá de 
lo aparente. El dato nuevo no es el involucramiento de 
“los tres” en la campaña electoral o que “Evo se mete de 
lleno” y “Arce y Choquehuanca aparecen junto a los can-
didatos del MAS”. Esa es una interpretación simplista con 
frustradas ambiciones de ser denuncia.

Lo nuevo es que se está registrando, aunque todavía em-
brionariamente, una potencial articulación entre el nivel 
propiamente político con el nivel político-institucional, 
en condiciones distintas a las imperantes en 14 años de 
Proceso de Cambio, cuando ambas cosas se concentra-
ban en un mismo personaje. Ahora ya no es así y exige 
pensar de manera diferente, desde el Gobierno y desde la 
conducción política, para despejar los fantasmas que no 
le hacen bien a la causa de los humildes.

Esta convergencia no se ha visto en los primeros dos 
meses del gobierno de izquierda y el ambiente ha sido 
más bien de contradicciones y fricciones internas, hasta 
cierto punto de vista comprensible por el reacomodo de 
los actores, que de iniciativas de la derecha que sufrió 
dos demoledores knock-out, en agosto y octubre, de los 
que no ha podido recuperarse. Si bien a cada uno de esos 
niveles todavía le resta reestructurarse en función de la 
nueva realidad emergente a partir de las elecciones ge-
nerales y de su resultado –al Movimiento Al Socialismo 
(MAS) convertirse en una sólida estructura política bajo 
la conducción de Evo y al Gobierno terminar de definir 
más claramente su identidad y estilo–, esta forma “más o 
menos natural” del ingreso de “los tres” a la escena elec-

toral es algo que contiene 
una fuerza política que 

trasciende el desa-

fío del 7 de marzo y que puede ser la garantía de llegar 
bastante cómodos a enfrentar las elecciones del 2025.

Es difícil saber si el tiempo alcanza para revertir la situa-
ción adversa que tienen varios candidatos a la goberna-
ción y la alcaldía, pero no hay duda que la presencia de 
Evo, Lucho y David, será de gran ayuda por varias razo-
nes, entre las que podemos apuntar: primero, abre la po-
sibilidad de transferir algo de la acumulación política de 
la que son portadores cada uno de ellos a los candidatos, 
aunque nunca hay que perder de vista las especificidades 
de las elecciones subnacionales, en las que el apoyo a un 
liderazgo nacional no se traduce necesariamente en un 
respaldo al candidato local; segundo, le da a la campaña 
un carácter político-ideológico que muchos de sus can-
didatos se han esforzado por ocultar, inexplicablemente, 
a pocos meses de la histórica victoria de octubre; y terce-
ro, de lograr, hasta donde sea posible, un “voto en línea”.

La campaña electoral que hace el MAS está marcada pre-
dominantemente por TikTok despolitizados o acciones de 
calle bastante ligeras que no interpelan la épica del “núcleo 
duro” del Instrumento Político y de los movimientos socia-
les, o por intrascendentes declaraciones que sostienen que 
cuando una persona entra al Gobierno pierde la ideología. 
Los primeros olvidan que los partidos de izquierda o po-
pulares ganan las elecciones a través de la ocupación po-
litizada del territorio antes de la fecha de votación, como 
ocurrió en agosto de 2020. Los segundos ignoran que el 
Gobierno es para todos y todas, verdad, pero a partir de 
una determinada concepción político-ideológica. Eso es lo 
que explica la gran diferencia de “lo mucho” que hizo el 
gobierno de Evo Morales respecto de sus predecesores, 
entendiendo por “lo mucho” el gobernar para todos y to-
das desde la visión de “los de abajo” y recuperando la patria 
que, aún en su sentido nacionalista burgués, fue borrada 
del mapa por dos décadas de neoliberalismo. Por tanto, “los 
tres” en acción es una interpelación a muchos candidatos 
del MAS que, además de montar los shows que demanda 
las leyes del mercado, no hablan de construir “poder po-
pular” desde el municipio ni mucho menos de articular lo 
local-nacional en una perspectiva de emancipación.

Por eso, reiteremos una vez más que no son las eleccio-
nes subnacionales que se muestran interesantes a partir 
de la incorporación activa de Morales, Arce y Choque-

huanca, pues en las mis-
mas hay otras varia-

bles regionales que las hacen distintas a las elecciones 
generales y ese es un dato que no se puede ignorar. Lo 
atrayente es que esa participación de “los tres” puede 
ser la anticipación política de una nueva forma de arti-
culación de las variables estratégicas (liderazgo político, 
conducción gubernamental y movimientos sociales), 
cada una con un papel y ubicación distintos. Sin relacio-
nes de correspondencia armoniosa entre esos factores, 
en la que el papel de Evo será determinante, y a lo que 
es necesario y urgente añadir el debate sobre lo que se 
debe entender por horizonte postcapitalista, no habrá 
recuperación del Proceso de Cambio.

Por el contrario, una articulación exitosa entre las va-
riables estratégicas reimpulsará el proyecto histórico 
en su perspectiva inicial, aunque encarando sin temor 
un balance crítico y autocrítico de los 14 años. Estas 
variables son: primero, el peso político indiscutible 
de Evo Morales, quien está en el momento preciso de 
encarar el desafío de reinventarse como líder y su lar-
ga experiencia le da una ventaja para ello. Segundo, la 
proyección del Gobierno, obligado a resolver la crisis 
sanitaria y la crisis económica para volver al camino 
de la estabilidad y crecimiento con justicia social. La 
combinación de la formación técnico-política de Arce 
y el aire descolonizador que Choquehuanca irradia a la 
gestión, es algo que no se puede desaprovechar. Ter-
cero, la recomposición estratégica de los movimientos 
sociales que hicieron sentir su fuerza para recuperar la 
democracia en agosto, pero que ahora están entrampa-
dos en las mieles del “poder de arriba”, ignorando que 
si de poder se trata este surge “desde abajo” y en una 
perspectiva universal. Esa es su propia historia. Y cuar-
to, la redefinición del proyecto del socialismo comuni-
tario para Vivir Bien, con los elementos centrales que 
sentarán las bases sólidas para construir poder “desde 
arriba” y “desde abajo”.

Al frente no hay nada. La derecha solo existe a través de 
sus medios y está demostrado que sus mensajes, bastante 
venenosos, caen al vacío en momentos de ascenso del 
bloque indígena campesino, obrero y popular. El MAS es 
la única fuerza con presencia nacional. Todo depende, 
por tanto, de la sinergia de “los tres” y de que “los de 
abajo” recuperen la iniciativa.

HUGO MOLDIZ MERCADO
Periodista y escritor.
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La noticia del momento es la devolución por parte del 
Banco Central de Bolivia (BCB) al Fondo Monetario 
Internacional (FMI) del crédito por 351,5 millones de 

dólares desembolsados al país el 21 de abril de 2020, y lo 
que llama aún más la atención a varios colegas economis-
tas es el costo que debe asumir Bolivia por la devolución 
de dicho crédito, monto que asciende a 24,3 millones de 
dólares. Hagamos un análisis sobre el asunto en cuestión.

No es un crédito propiamente dicho, en el marco del 
Instrumento de Financiamiento Rápido (RIF), sino que el 
FMI aprobó la solicitud de asistencia financiera de emer-
gencia de Bolivia, misma que consiste en permitir al Esta-
do vender sus Derechos Especiales de Giro (DEG) que se 
tiene en el FMI. Cada país miembro tiene una cuota de 
DEG en función a su participación accionaria. El Fondo al 
aceptar la asistencia financiera de emergencia de Bolivia 
le permitió vender sus 240,1 millones de DEG, tomando 
en cuenta que para esa fecha el tipo de cambio estaba a 
1,36 dólares por DEG (aprox.), el país obtuvo por la venta 
327 millones de dólares.

Hasta ahí se podría decir que Bolivia simplemente está 
haciendo uso de sus activos de reserva que tenía en el 
FMI y que no hay ningún daño económico, moral o afren-
ta a la soberanía nacional, pero ¿dónde está el problema y 
la razón por la cual el país tuvo que pagar 24,3 millones de 
dólares extras por la operación? Y además ¿por qué esta 
devolución se constituye o se muestra como una actitud 
soberana por parte del Estado frente a los organismos 
internacionales de financiamiento?

El quid del asunto está en la obligación que pone el FMI de 
recompra por parte del Estado boliviano de esos 240,1 millo-
nes de DEG liberados, y que si hubiera variación del tipo de 
cambio de los DEG el país debe asumir la diferencia, además 
de los intereses y comisiones. Al final, Áñez y su entorno 
económico terminaron vendiendo los DEG con el compro-
miso de recompra, pago de intereses y la incertidumbre de 
la variación del tipo de cambio de los mismos. Al día de hoy 
los DEG se apreciaron 6% desde abril de 2020, por lo que la 
recompra significó en términos de variación cambiaria un 
extra de 19,6 millones sobre el capital y sumando los intere-
ses y comisiones aceptados en ese entonces dan el total de 
los famosos 24,3 millones de dólares.

Teniendo claro el panorama del RIF, podemos ver con ma-
yor objetividad el tema. En su momento los que firmaron 
el acuerdo con el FMI, a través del RIF, tenían la obliga-
ción de negociar las mejores condiciones posibles para el 
Estado en lo que respecta a la obligación de recompra de 
los DEG; existen muchas alternativas dado el escenario 
de crisis y pandemia, por ejemplo, aprovechar la imagen 
que pretendía mostrar el FMI en ese momento de apoyo 
financiero global. Una alternativa pudo ser la mantención 
del valor de los DEG al momento de la recompra y que la 
variación la asumiera el FMI. La importancia para el FMI 
de los DEG asignados a un país como Bolivia es insigni-
ficante en relación a los cupos que tienen los países ac-
cionistas mayoritarios. Además, si se iba a asumir costos 
de recompra por variación cambiaria se nos debió liberar 
mínimamente de impuestos y comisiones, entre otros.

Ahora que se dejó el muerto al siguiente Gobierno, este 
tema de la recompra y la obligación de asumir la variación 
cambiaría de los DEG, sumado a los intereses y comisio-
nes, se vuelve una bomba de tiempo debido a que en un 
contexto internacional de recuperación es muy probable 
que los DEG se sigan apreciando y el costo de no reali-
zar la recompra inmediatamente sea mucho mayor en un 
futuro. Dado que las condiciones no las aceptó el actual 
Gobierno, y que esperar más tiempo no es una opción, se 
dejó a Bolivia entre la espada y la pared, debiendo asumir 
los costos para cancelar dicha obligación. Lo que nos lle-
va a plantear que la censura por daño económico recae al 
momento de contratar la obligación con cláusulas lesivas 
al Estado y no al momento de cierre.

Hubo una danza de miles de millones que administraron 
Áñez y su entorno, de donaciones y créditos externos por 
tema de Covid-19. Según datos del Ministerio de Planifi-
cación del Desarrollo, entre el 27 de marzo y el 4 de abril 
de 2020 Bolivia recibió mil 425 millones de dólares en do-
naciones (CAF, Fonplata, PNUD, etcétera); y entre el 17 
de abril y el 19 de junio fueron adquiridos 754 millones 
de dólares de créditos externos de parte de la CAF, Banco 
Mundial (BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID). La contratación de esta obligación con el FMI sig-
nificó para el país además de un endeudamiento un daño 
moral y un incumplimiento a la Constitución, tanto por 
la corrupción y manejo discrecional de los fondos como 

por las argucias jurídicas para evadir a la Asamblea Legis-
lativa Plurinacional (ALP).

La connotación de soberanía nacional frente al FMI que se 
le da a esta acción no es tanto por las condiciones que im-
ponen estos, sino va más de la mano de la vergonzosa carta 
de intención escrita por el entonces ministro de Economía, 
José Luis Parada, y Guillermo Aponte, presidente del BCB, el 
10 de abril de 2020, dirigida a Kristalina Georgieva, Directo-
ra Gerente del FMI, donde reconocen que ya han tomado 
acciones para eliminar las empresas públicas indicando: “…
en el contexto de la solicitud de compra en el marco del RIF 
el nuevo gobierno redujo la inversión de las empresas públi-
cas”. Y se comprometen a reducirlas más: “…Compensare-
mos algunas necesidades financieras adelantando un recor-
te planificado de la inversión de nuestras empresas públicas 
equivalente a alrededor de un 0,8% del PIB”. Por si esto fuera 
poco, unilateralmente ofrecen al FMI, a nombre de diálogo 
abierto, tomar decisiones sobre las políticas económicas de 
Bolivia: “…Además, el gobierno de Bolivia tiene la intención 
de mantener un diálogo abierto con el FMI para evaluar más 
a fondo soluciones a nuestras dificultades de balanza de pa-
gos en los meses venideros”.

Esto es lo que avergüenza y lo que define al acto de devo-
lución al FMI como un precedente de soberanía nacional. 
Bolivia dejó de ser colonia hace mucho tiempo y define 
de forma soberana su política económica, pero en abril 
de 2020 estas dignísimas autoridades transitorias fueron 
de libre voluntad a someterse y rendir cuentas sobre las 
posibles soluciones a tomar sobre nuestra economía. Pri-
mero, que esto demuestra incapacidad por parte de las 
autoridades de ese entonces de no poder solucionar los 
problemas del país; y segundo, se entiende claramente lo 
que es rifar la soberanía y la dignidad nacional.

Los tiempos neoliberales donde el FMI tenía un piso en-
tero en el edificio del BCB y dirigía nuestra política eco-
nómica, donde debía consultárseles primero para tomar 
alguna decisión de política, no deben volver jamás.

RODDY MARTÍNEZ VILLARROEL
Economista y abogado, especialista en

temas de Desarrollo e integración.

CRÉDITO DEL FMI:
¿POSE POLÍTICA O DECISIÓN     

ECONÓMICA SOBERANA?
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En aquellos países donde los gobiernos 
progresistas y de izquierda han logrado 
recuperar el gobierno, Argentina y Boli-

via, o esperan hacerlo, Ecuador, Uruguay, Brasil 
y Chile, más los que deseamos poder hacerlo 
pronto, como en Colombia, es fundamental 
no confundir el triunfo electoral con el ori-
ginario proceso social político pleno de ener-
gías sociales y políticas revolucionarias que lo 
acompañaron e impulsaron desde sus inicios, 
con heroicas luchas por cambios estructurales, 
constitucionales y latinoamericanistas. 

El intelectual boliviano Hugo Moldiz ha plan-
teado que recuperar el gobierno no es aún re-
cuperar el proceso transformador, con lo cual 
estamos muy de acuerdo. Estamos frente al di-
lema proverbial que Cervantes nos plantea en 
El Quijote, que “nunca segundas partes fueron 
buenas”, algo generalmente válido en las rup-
turas de parejas, pero que en el campo político 
puede confrontarse con aquel que dice que “la 
segunda o la tercera es la vencida”. La histo-
ria no se repite, pero si aprendemos de ella su 
siguiente versión será más rica y avanzada. Y 
en los casos de experiencias mencionadas, con 
sus diferencias notables, la mirada hacia el pa-
sado, buscando el nexo que la vincule con un 
presente aún mejor, es fundamental.

La pregunta a hacernos va dirigida a encontrar 
ese nexo que, sin tener que repetir procesos ya 
vividos, nos permita recuperarlos, profundizar-
los y dar un nuevo salto que nos saque de las 
posiciones defensivas que necesariamente se 
instalaron en los tiempos pasados como deste-
rrados del gobierno y de la democracia. Tiene 
sin duda que ver con el cómo recuperar la con-
fianza y, sobre todo, la voluntad de cambio de 
esa base social que se había apagado un poco, 
a la espera de decisiones estatales que la favo-
recieran, con gobiernos que sufrían desgastes, 
debates internos no resueltos sobre cómo vol-
ver a poner el pie en el acelerador y tendieron, 
como analizó Roberto Regalado, a refugiarse y 
defenderse a partir de la estructura del Estado, 
cuando lo más acertado era profundizar la rela-

ción de empoderamiento de los pueblos indí-
genas, comunidades campesinas, organizacio-
nes sociales, estudiantes y pobladores, algo que 
le escuchamos a Evo poner en la reflexión en la 
reciente reunión virtual del Grupo de Trabajo 
del Foro de São Paulo.

La democracia participativa directa, popular 
y anticolonial es, históricamente, el vínculo 
natural entre lo político partidista y las orga-
nizaciones y pueblos que impulsan el cambio, 
ya que permite su construcción como sujetos 
de poder y, en conjunto, como un doble poder 
generalizado que apoye y defienda al gobierno 
popular y revolucionario. ¿Pero cómo hacerlo a 
partir del gobierno sin generar paternalismos, 
suplantaciones y liderazgos burocráticos?

El tema, con énfasis diversos, será el centro 
de mis próximas reflexiones en esta columna, 
pero para comenzar en forma general, va lo 
siguiente. El entusiasmo y la pasión de sentir 
que se quiere y se está cambiando la historia, 
propio de los jóvenes y voluntad permanente 
en los pueblos indígenas y las mujeres, requiere 
de espacios para la construcción cotidiana de 
experiencias de doble poder territorial, en las 
que el Estado cede sus funciones en la toma 
de decisiones y ejecuciones y, sin dejar de ma-
nejar los recursos públicos –por un tiempo–, 
traslada su poder vinculante a las organizacio-
nes sociales y populares que allí trabajan o ha-
bitan. Ejercicio de extinción del Estado en la 
sociedad civil popular, que requiere que esté 
organizada, formada y con liderazgos colecti-
vos rotativos y en paridad de género.

LA DEMOCRACIA DIRECTA EN LA
CONTINUIDAD DE LOS 
PROCESOS TRANSFORMADORES

Un ejemplo sencillo: imaginen a los padres y 
madres de familia, a las y los maestros y es-
tudiantes, tomando las decisiones sobre la 
gestión de su colegio: qué tipos de almuerzos; 
quién los aporta y elabora; qué tipo de pro-
puesta pedagógica; qué acciones para educar 
desde la primera infancia en la relación con 
la naturaleza; qué hacer colectivamente por 
medio de mingas y convites para mejorar la 
infraestructura del colegio; cómo discutir 
las políticas nacionales de educación y ele-
var propuestas. Algo así me contó una vez el 
gran pintor y revolucionario Guayasamín, que 
esperaba hacerlo si lo nombraban ministro de 
Educación, cosa que no llegó a suceder, y de-
cía: “¿Quién le quita ese poder adquirido a esa 
comunidad educativa cuando ya no estemos 
nosotros en el gobierno?” Sin pensarlo, tal vez 
así estaba adelantando aquello que Lenin ha-
bía pronosticado como el paso revolucionario 
más avanzado, sobre la extinción del Estado, 
en la que el “gobierno dejaría de serlo pues 
administraría cosas en lugar de gobernar hom-
bres” (hoy diríamos seres humanos).

MARCELO CARUSO                          
AZCÁRATE

Filósofo.
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Aunque en Bolivia la tradición política es presidencia-
lista, muchas de nuestras necesidades más próximas 
son atendidas por los gobiernos locales, particular-

mente la disposición de basura y desechos es uno de los 
servicios más importantes que deben asegurar. Esta fun-
ción parece simple, pero tiene múltiples aristas de acuerdo 
al enfoque de desarrollo que se quiere desplegar.

Hoy nos encontramos en medio de un intenso periodo 
electoral precisamente para elegir gobiernos regionales 
y locales, incluyendo gobernadores, asambleístas depar-
tamentales, alcaldes y concejales. Al calor de esta con-
tienda, candidatos de todos los colores han propuesto 
afrontar el problema de la basura principalmente con 
programas de reciclaje –casi como panacea–, y más re-
cientemente, enmarcándolos en el paradigma de moda, 
denominado “economía circular”. 1

Este enfoque propone superar la insostenibilidad del es-
quema lineal de producción en el que la materia prima 
es extraída, se convierte en un producto que luego es 
consumido, para finalmente ser desechado. Es decir, la 
circularidad consistiría en convertir los residuos de estos 
procesos en nuevos insumos de producción, por ejemplo, 
usando el bagazo de la caña para producir energía o con-
vertir las botellas plásticas en alfombras. De esta manera 
se lograría tanto reducir la generación de desechos, así 
como la presión extractiva sobre los recursos naturales.

A primera vista, esta manera de afrontar el problema de 
los desechos parece tener mucho potencial. Pero los pro-
blemas siempre se esconden en los detalles. Tres pregun-
tas son particularmente urgentes para aplicar este enfo-
que en nuestro contexto:

Pregunta 1
¿QUIÉN CIERRA EL CÍRCULO?

El procesamiento de residuos no es una idea nueva. Mu-
chos hemos negociado alguna vez con quienes se dedi-
can a recolectar botellas, papel o chatarra. Pero más allá 
de esta recolección formal, existen además miles de per-
sonas que viven de buscar objetos de algún valor en las 
calles y en los botaderos de los distintos municipios del 
país. Estas personas, en su mayoría mujeres, niños y niñas 
pobres, se exponen a múltiples riesgos a cambio de módi-
cos ingresos. Sin saberlo ni buscarlo, este ejército escon-
dido ha venido cerrando el círculo durante décadas con 
su arduo trabajo y sacrificando su salud, para el bien de 

toda la población. Los más beneficiados del intercambio 
tremendamente desigual en torno a este servicio somos 
las clases medias, que ni siquiera nos dignamos a facilitar-
les el trabajo separando la basura en origen.

Pregunta 2
¿ES UN CÍRCULO SIMÉTRICO?

Así como sucede entre personas, el intercambio desigual 
ocurre entre países. Por ejemplo, una cantidad inimagina-
ble de ropa usada y descartada en países desarrollados es 
vendida en los países en desarrollo. Solamente Estados 
Unidos exporta 500 mil toneladas de ropa usada anual-
mente. 2 A consecuencia del precio bajo con el que se 
vende este producto de desecho, los países receptores 
dejan de producir prendas de vestir para su población. En 
consecuencia, sociedades enteras adoptan formas explo-
tadoras de producción en maquilas y formas de consumo 
indigno y dependiente, construyéndose en una injusticia 
ambiental de escala global. Este es un claro ejemplo de 
cómo la mentada circularidad puede ayudar a “solucio-
nar” un problema de sociedades consumistas mientras 
genera otros en los países más pobres debido a las asime-
trías históricas de poder.

Pregunta 3
¿LA ECONOMÍA CIRCULAR PUEDE 
FUNCIONAR A ESCALA MUNICIPAL?

Los municipios, en particular los que contienen ciudades 
de tamaño considerable, son territorialidades en las que 
podría ser factible implementar programas de gestión inte-
gral de residuos en el marco de la economía circular, dado 
que la Constitución les otorga esta competencia de mane-
ra exclusiva. Sin embargo, la economía circular presupone 
un reconocimiento del sentido de interdependencia entre 
sus diferentes sectores económicos y sociales. Lamenta-
blemente, la degradación del tejido social ha ocasionado 
que no exista suficiente sentido de comunidad para que 
los municipios puedan relacionarse de manera positiva a 
nivel de edificio, de cuadra, de barrio y de área metropo-
litana para complementarse y cerrar círculos. Al contrario, 
además de despreciar a quienes se dedican a recolectar 
desechos, las ciudades grandes como La Paz acomodan 
botaderos o rellenos sanitarios en barrios más pobres –el 
caso de Alpacoma, por ejemplo– o en municipio rurales 
aledaños, imponiendo abusivamente impactos ambienta-
les sobre sus pobladores y los municipios vecinos, lo que 
termina acumulando tensiones y conflictos.

Además de respondernos estas preguntas, para imple-
mentar la economía circular como práctica ecológica y 
política, es necesario comprender el contexto global. En 
las últimas décadas China era el mayor procesador de 
basura del mundo desarrollado. Gracias a su crecimiento 
económico, este país decidió en 2017 prohibir la impor-
tación de residuos sólidos. 3 Debido a esto, la Unión Eu-
ropea (UE) y otros países ricos han usado la bandera de 
la economía circular para convencer a los países del sur 
global de “ponerse la camiseta” verde y aceptar los dese-
chos que China ya no está dispuesta a aceptar. Es por eso 
que ha habido un crecimiento exponencial en literatura 
y la propaganda sobre el tema, mismo que debería ser 
analizado críticamente por quienes buscamos encontrar 
soluciones sustentables para nuestros países.

Finalmente, para buscar alternativas con justicia social y 
justica ecológica, bajo el enfoque de Derechos de la Ma-
dre Tierra, 4 es necesario asegurar que el círculo se cierre 
de manera justa y equitativa para los más vulnerables en 
cada gobernación y alcaldía. Una manera de hacerlo es 
superar la ruptura humano-naturaleza, 5 y entender a las 
comunidades humanas y sus asentamientos como orga-
nismos donde ocurren flujos e intercambios de materia, 
energía e información, bajo la certeza que si alguien gana, 
alguien más pierde. Como comprendía en su momento 
Marx, el análisis ecológico político de este “metabolismo 
social” permite identificar el origen de los desequilibrios 
causados por la producción lineal, y también buscar ma-
neras de superar las limitaciones de la economía circular, 
para que los círculos se puedan cerrar para bien de todos 
y sin que nadie explote ni sea explotado.

IVÁN ZAMBRANA FLORES
Especialista en ecología política y cambio climático.
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LOS MUNICIPIOS Y LA BASURA:
CÓMO CERRAR LA ECONOMÍA CIRCULAR
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La pregunta la hacemos como una forma de 
recordar los 11 años de vigencia de nues-
tra Constitución Política del Estado (CPE). 

Pero ¿no sucedió que dejamos atrás la Repú-
blica en Bolivia? Para responder esta pregunta 
veamos un poco qué nos dice la teoría política 
respecto a la República.

Para Maquiavelo, en su obra El Príncipe, todos los 
Estados fueron y son repúblicas o principados. 
Obviamente el autor se concentra en esta obra 
en los principados, pues dedicó el estudio de la 
república previamente en otro texto llamado 
Discursos sobre la primera década de Tito Livio. Es 
importante esta cita pues Maquiavelo opone la 
república a los principados. Dicho de otro modo, 
lo contrario a la república serían las autocracias, 
sean estas monarquías o principados.

200 años después, Montesquieu en El espíritu de las 
leyes señaló que hay tres formas de gobiernos: el 
republicano, el monárquico y el despótico. El llama-
do gobierno republicano es aquel en el que todo el 
pueblo, o una parte mayoritaria de él, tiene el poder 
supremo, en contraste con las otras dos formas au-
tocráticas: la monarquía y el despotismo. En conse-
cuencia, el opuesto a la república es la monarquía.

La idea de la república se encuentra en la etimo-
logía de la palabra res (cosa) pública (del pueblo), 
es la forma de gobierno orientada hacia el bien 
común y se basa en la participación de los ciuda-
danos, bajo una ciudadanía extendida y protegida 
por un extenso catálogo de derechos fundamen-
tales. La república, como forma de gobierno, se 
encuentra en la división y separación de los ór-
ganos de poder, por ello Montesquieu hallará la 
forma republicana en la Constitución, pues si no 
hay separación de poderes no hay Constitución. 
El pensamiento de Montesquieu influirá a los re-
volucionarios franceses que señalarán, en el Artí-
culo 16 de la Declaración de derechos del hombre y 
del ciudadano de 1879 “que una sociedad en la que 
no esté establecida la garantía de los derechos, ni 
determinada la separación de los Poderes, carece 
de Constitución”. La tensión es siempre la misma, 
evitar que el poder se concentre en pocas manos 
o en una sola y garantizar la soberanía del pueblo.

Se ha dicho erróneamente que Bolivia ha dejado 
de ser república desde el año 2009, sin embargo, 
la sola idea de Constitución debería hacernos 
pensar lo contrario, nuestro país no ha abando-
nado su forma republicana desde el 11 de agosto 
de 1825, cuando mediante un decreto adquiere 
la forma republicana de gobierno. Desde 1825 
separa los poderes o los órganos de poder, y 
enfatiza en el reconocimiento de derechos, y la 
elección popular de sus gobernantes.

Esta formulación de Bolivia como república la 
encontramos aún en el parágrafo I del Artículo 
11 de la Constitución de 2009, que señala:

Artículo 11.
I. La República de Bolivia adopta para su go-
bierno la forma democrática participativa, re-
presentativa y comunitaria, con equivalencia de 
condiciones entre hombres y mujeres.

Y se menciona a la república en los artículos 146, 
parágrafo II (Presidente, Vicepresidente y Sena-
dores de la República, 202, numeral 1 (la acción 
abstracta de inconstitucionalidad solo puede 
ser interpuesta por el Presidente de la Repúbli-

ca), 202, numeral 7 (la consulta sobre la consti-
tucionalidad de proyectos de ley por parte del 
Presidente de la República, 238 numeral 3 (se 
menciona al Presidente y al Vicepresidente de 
la República en relación a las causales que impi-
den el acceso a cargos públicos electivos y 339, 
parágrafo I (el Presidente de la República podrá 
decretar pagos no autorizados por la ley del pre-
supuesto únicamente en casos extraordinarios).

La soberanía del pueblo se señala en el Artículo 7, 
la forma democrática (participativa, representati-
va y comunitaria) es explícita en el Artículo 11, y la 
separación y división de poderes se la encuentra 
en el Artículo 12. Está demás referir que el texto 
constitucional de 2009 es uno que presenta el ca-
tálogo más extenso de derechos fundamentales, 
pues el mismo se extiende desde el Artículo 13 al 
Artículo 107, y si el catálogo no fuera suficiente, 
el Artículo 256 señala que los derechos que se 
encuentran en instrumentos y tratados interna-
cionales en materia de Derechos Humanos y 
que declaren derechos más favorables a los 
contenidos en la Constitución se aplica-
rán de manera preferente sobre esta.

Entonces, los elementos bá-
sicos de una república se 
encuentran en la Consti-
tución, y lógicamente el 
Estado Plurinacional no es 
lo opuesto a la república.

¿A qué se opone el Estado Plu-
rinacional? Pues al Estado-nación, 
pero esta oposición hoy en día es 
muy difícil de sostener, pues, como 
ya decía el canadiense Will Kymlic-
ka en los años 80 del siglo pasado, 
de todos los Estados a nivel mundial 
son casi inexistentes los Estados-na-
ción, en tanto la pluralidad de culturas y 
de pueblos y naciones hacen muy difícil 
retornar al proyecto del Estado-nación, 
empezando por los proyectos multinacio-
nales y plurinacionales que se generaron en 
la India, en África, luego de la Conferen-
cia de Bandung (1955) y de los procesos 
de descolonización de los años 60 y 70 
del siglo XX, continuando con la ex-
periencia de Canadá, que desde 1982 
reconoce la herencia multicultural 
(multicultural heritage), terminando en 
la complejidad de proyectos multi-
nacionales y plurinacionales en curso, 
con nociones como la democracia 
consosiacional en Estados como Bélgi-
ca, que posee una diversidad cultural y 
lingüística similar a la de otros Estados 
europeos (piénsese en España o Italia).

Pero, ¿por qué hay este imaginario de 
oposición entre Estado Plurinacional y 
república? Tal vez la respuesta se la en-
cuentre en el preámbulo de la Constitu-
ción, cuando señala que “dejamos en el 
pasado el Estado colonial, republi-
cano y neoliberal”. Sin embargo, 
lo que la Asamblea Constituyen-
te buscó dejar atrás era el Estado 
que, bajo la idea de república, conti-
nuaba prácticas coloniales excluyen-
tes y aunque no reconocíamos una 
monarquía se trataba de una versión 
republicana con prácticas coloniales 

de exclusión, es decir, una república colonial que 
es claro que ya dejamos en el pasado hace mucho.

Que cierto fascismo en determinado momen-
to añore el pasado superado y quiera hablar de 
república, no quiere decir que las ideas republi-
canas en el fondo les venga bien, pues en toda 
república la soberanía reside en el pueblo y se 
expresa en elecciones regulares y no en formas 
autocráticas de asumir el poder del Estado.

FARIT ROJAS
Abogado constitucionalista.

¿QUÉ ES UNA REPÚBLICA?
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El 24 de abril de 1939, Germán Busch asume la dic-
tadura luego de disolver las Cámaras, “que después 
de haber funcionado como Convención Nacional se 

prorrogaron sus poderes”. El 28 de abril del mismo año or-
denó a Jorge Canedo Reyes (1905-1996), director nacio-
nal de Propaganda, fundar La Nación, “diario del Estado 
al servicio del país”, para explicar la naturaleza y difundir 
la obra de su Gobierno, a fin de ganar la simpatía de la 
opinión pública. Poeta y periodista de La República, El 
País y El Diario; cofundador de Última Hora, dirigió Radio 
Illimani y La Nación. Tras la revolución de 1952 salió al 
exilio y radicó en el Perú. 1

La Nación justificó la decisión de Busch, afirmando que: 
“El pueblo no cree ya en los ‘salvadores’ verbalistas, en los 
políticos oratorios de programa. Su fe se orienta a los hom-
bres de acción, de voluntad y de energía, que en vez de fra-
ses le ofrecen hechos; en lugar de promesas, una política 
de realizaciones prácticas, inmediatas y efectivas, en bene-
ficio y en defensa del pueblo, en prestigio del país y en me-
joramiento institucional, social y económico, una política 
ecléctica, [en la que] impera un sentido nacionalista en la 
acción”. Aclara que “no es totalitario”, sino un “sistema gu-
bernativo de autoridad, moral y fuerza, respetuoso de los 
principios democráticos en todo lo que no se opongan a 
las altas conveniencias del Estado y la Nación”. Difunde la 
adhesión popular a la política de gobierno: “Vigoroso mo-
vimiento de opinión hay en el país en torno a la revolución 
bolivianista”; “la Unión Republicana-Socialista declara su 
firme apoyo y adhesión”. Martha Mendoza: “Un gobierno 
fuerte y dictatorial era una necesidad para el país”; “Sub-
prefecto de Uyuni trae adhesión de ese pueblo”; “con las 
armas en la mano –dice la Federación Juvenil Socialista– 
debe defender la actual conquista nacional”; “Congreso de 
Derecho dio un voto de aplauso y apoyo al gobierno”; “los 
trabajadores ferroviarios prestan su adhesión al gobierno”; 
“Santiago de Huata vitoreó a Busch”; “las organizaciones 
populares y obreras apoyan la política de liberación”.

Busch afirma que “frente a la quiebra de todos los va-
lores propónese salvar la República del caos y la diso-
lución, luchar por su emancipación económica. La ex-
plotación de las divisas importa un acontecimiento de 
incalculable tendencia económica y social”. Emite el 
decreto de disciplina y moralidad funcionaria que obli-
ga “presentar información completa acerca del capital, 

propiedades inmuebles que posean, su costo, renta, ubi-
cación, etc. ”, como requisito para entrar en funciones; 
prohíbe “recibir obsequios, gratificaciones o halagos en 
retribución a sus servicios”; crea el Tribunal “para reajus-
tar contratos lesivos al Estado, calificar las adquisicio-
nes efectuadas por funcionarios públicos y establecer 
sanciones por faltas cometidas en el ejercicio de sus 
funciones”. Anuncia medidas de reajuste de la ley finan-
cial, planes agrarios, creación del Instituto de Biología, 
colonización del Ichilo, el congreso agropecuario y feria 
ganadera, impulsar la campaña del trigo, ley de jubila-
ción para periodistas, protección de la vicuña; Brigadas 
Culturales para llevar beneficios de la civilización a los 
pueblos; crea la Delegación Nacional del Chapare; regla-
menta atribuciones y jurisdicción de los padres conver-
sores de indígenas salvajes; declara la “bolivianización de 
la escuela”. Destaca el apoyo de México, gestiona con 
Estados Unidos un acuerdo para permutar con algodón 
y trigo “10 mil toneladas de estaño boliviano” y compro-
meter a Estados Unidos a “no tocar esas reservas en cin-
co años”. Dispone Coati para perturbadores de la tran-
quilidad y el orden interno. Anuncia la construcción del 
barrio obrero, entrega el mercado de Sopocachi, “alarde 
aristócrata, del principal barrio residencial de nuestra 
ciudad”; el mercado de Caja del Agua, “barrio de gente 
el pueblo”, embellecida con la pavimentación de la Av. 
Armentia y forestación del parque Riosinho.

La edición del 16 de julio publica “La Misqui Simi” (Adolfo 
Costa Du Rels); “El significado americanista de la primera 
revolución libertadora” (Hugo Lino); “Antonio Sotomayor 
triunfa en Norte América”; “El Ballet Amerindia y el profe-
sor José María Velasco Maidana”; “El último libro de Franz 
Tamayo, Scopas”; “Gil Coimbra es un positivo valor artístico”.

El 23 de agosto de 1939 aparecía Busch con un tiro en 
la sien. El 24, se publica el obituario: “Busch, el patriota 
ejemplar” y presenta al “Presidente provisorio de la Repú-
blica, Gral. Carlos Quintanilla”, a quien llama “Gobernan-
te ejemplar” surgido de la voluntad del Ejército y de la de-
cisión de personeros civiles del gabinete Busch. Denuncia 
conato de golpe, el 26 de marzo de 1940 decreta estado 
de sitio y confinamiento en San Ignacio de Velasco, a los 
“subversivos”. Al final de su corto mandato afirma que 
“nació impopular, y concluye rodeado del respeto y del 
homenaje unánimes del país”.

La Nación caracteriza a Enrique Peñaranda como un “Go-
bierno de austeridad y de orden”, que “no aspira a un na-
cionalismo cerrado en materia de producción sino que 
aspira a intensificar sus relaciones con otros países, me-
diante un intercambio comercial y económico”. El men-
saje del Presidente critica “la política económica [que] no 
ha tenido otro norte que el enriquecimiento del Estado” 
y propone “apoyar a la minería con un régimen de estricta 
armonía entre los intereses del Estado y de la minería”; 
forma su gabinete con la crema y nata de la oligarquía: 
Alberto Ostria Gutiérrez, Edmundo Vásquez, Gustavo 
Adolfo Otero, Alcides Arguedas. Anuncia el funciona-
miento del Registro Civil, el fomento a la producción 
aurífera con premio en moneda nacional sobre el precio 
internacional del oro; denuncia que la minería ha perdido 
el 32% en el valor de su producción por desvalorización 
de la libra; establece exámenes para el servicio de Relacio-
nes Exteriores; inaugura el Instituto oriental de Biología y 
el monumento al expresidente Busch.

La Nación informa que el Sindicato de Canillitas y Lus-
tras invitó al presidente Peñaranda al acto de posesión 
de su sede social y que el Regimiento Illimani le obsequió 
un artístico pergamino, contraviniendo el decreto de 
moralidad funcionaria. Publica los planes de trabajo del 
gabinete, el regreso de confinados políticos, la reorgani-
zación de la educación indigenal, la creación de la Casa 
del Pueblo con fines educativos y culturales; declara va-
cantes los cargos públicos, califica de crítica situación del 
estaño boliviano. Revela la reducción de Bs. 18 MM del 
presupuesto de Educación, informa que el costo de vida 
se elevó en 146%, se busca atajo “a la desmedida espe-
culación” y que se requiere mensualmente 240 mil libras 
para atender necesidades del país. La última edición de La 
Nación, n° 341, del 28 de junio de 1940, anuncia el decre-
to de normalización de precios de pulpería en las minas 
y la “visita de S. E. a las provincias Omasuyo y Camacho”.

LUIS OPORTO ORDÓÑEZ
Historiador y bibliógrafo. Presidente de la Fundación            

Cultural del Banco Central de Bolivia.

1	 www.eliasblanco.blogspot.com

Fotos:	De izquierda a derecha:

	 Germán Busch, Garlos Quintanilla y Enrique Peñaranda.
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